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			TEMA 1

			LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN EN EL ORDEN SOCIAL Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES APLICABLES

			I. INTRODUCCIÓN

			Es difícil la delimitación conceptual de Administración Pública desde el momento que ninguna normativa vigente recoge concepto de la misma. Si bien es cierto que ayuda a su delimitación, el concepto subyacente de Administración Pública previsto en la norma marco de la organización administrativa, la LRJSP (GAMERO y FERNÁNDEZ, 2016). En el art. 2 de dicho precepto normativo se señala que tienen la consideración de Administraciones Públicas, la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así como los organismos públicos y entidades de Derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas.

			Como elemento inherente a la actuación de la Administración pública es el reconocimiento a la misma de una serie de potestades, entendiendo por potestad administrativa, el poder jurídico unilateral, reconocido para la satisfacción del interés general, sometido a la Ley, a control jurisdiccional y a garantías de alcance constitucional, cuyo ejercicio es obligado para su titular, quien la ostenta en virtud de una atribución articulada conforme al principio de legalidad (GAMERO Y FERNÁNDEZ, 2016). Potestades entre las cuales se reconoce la potestad sancionadora de la Administración, objeto de estudio en el presente Tema, concretamente en su manifestación en el orden social.

			II. LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN EN EL ORDEN SOCIAL

			1. DELIMITACIÓN


			El cumplimiento de las obligaciones previstas en todo Ordenamiento Jurídico en general, y por ende en el Ordenamiento Jurídico Laboral, no puede quedar abandonado a la mera acción espontánea de los afectados (ALONSO, 2011). Si así fuera, probablemente en la mayor parte de los casos las obligaciones dimanantes de ese complejo normativo no serían objeto de cumplimiento. La importancia de garantizar el cumplimiento de las normas que integran tal Ordenamiento Jurídico, y por tanto, de las obligaciones por este establecidas, exige arbitrar mecanismos, desde el propio Ordenamiento Jurídico, para reaccionar frente al incumplimiento de ese compendio normativo; sin perder de vista que dichos mecanismos a la misma vez coadyuvan al cumplimiento de lo en aquel establecido.

			En el amplio ámbito de las relaciones laborales surgen una pluralidad de obligaciones cuyo cumplimiento corresponde, también, a una pluralidad de sujetos. Sujetos que vienen a ser protagonistas, desde diversos ángulos, de esas relaciones laborales. Debe señalarse que el conjunto de obligaciones dimanantes de la relación jurídico-laboral no se agota en la relación trabajador-empresario; conocemos la pluralidad de relaciones que se establecen con otros sujetos, públicos o privados, en el ámbito laboral y la pluralidad de obligaciones emergentes de las mismas, bien directa o indirectamente. Así pues, en el seno de la relación jurídico-laboral surgen obligaciones para trabajador y empresario entre sí. El trabajador viene obligado a cumplir las obligaciones que las disposiciones normativas, convencionales y contractuales establecen respecto del mismo para con su empresario y ante el incumplimiento de dichas obligaciones, el empleador/empresario es titular de un poder de reacción —el poder disciplinario— que le permite sancionar al trabajador, de acuerdo con lo previsto en el art. 58 ET. En la misma línea cabe señalar que el empresario también tiene obligaciones que cumplir para con el trabajador en materia laboral strictu sensu, en materia preventiva, en materia de Seguridad Social, etc. E igualmente, tanto empresario como trabajador tienen obligaciones para con otros sujetos (por ejemplo, para las entidades gestoras). Asimismo, las particularidades concurrentes en determinados casos en el propio empresario (por ejemplo, tratarse de una ETT o agencia de colocación) o del trabajador (ser perceptor, beneficiario o solicitante de una prestación económica de Seguridad Social) trae consigo la necesidad de cumplir con una serie de obligaciones. Pues bien, el incumplimiento de estas obligaciones reclama una reacción del Ordenamiento Jurídico, reacción que se materializa en un ius puniendi de carácter público.

			Este ius puniendi o Derecho represor del Estado se integra, a juicio de la doctrina, por dos ordenamientos: el Derecho penal propiamente dicho y el Derecho administrativo sancionador (GAMERO y FERNÁNDEZ, 2016). Tanto uno como otro deben respetar en su materialización una serie de principios constitucionales; principios que, si bien fueron elaborados en el seno del Ordenamiento Jurídico penal, exigen su reflejo en el ámbito administrativo sancionador, realizándose, no obstante, las modulaciones correspondientes por la propia idiosincrasia de este último (GAMERO CASADO y FERNÁNDEZ RAMOS, 2016). La concreción de ese Derecho administrativo sancionador lleva al reconocimiento de una potestad en manos de la Administración, cual es la potestad sancionadora de la Administración.

			2. FUNDAMENTO JURÍDICO


			La CE no reconoce expresamente la potestad sancionadora de la Administración. No obstante, la lectura de varios preceptos de la misma permite reconocer su existencia en el seno de nuestro Estado Social, democrático y de Derecho. Así al disponer el art. 25.1 CE que, «Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento», se está presuponiendo, a sensu contrario, que recogido conforme a lo legalmente previsto, se pueden sancionar determinadas conductas de índole penal o administrativa. A la misma conclusión conduce la previsión del apartado 3 de dicho artículo al disponer que «La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente impliquen privación de libertad».

			Por su parte, con carácter general el Capítulo III LRJSP regula la potestad sancionadora de la Administración, señalando en su art. 25 que «la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas se ejercerá cuando haya sido expresamente reconocida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y, cuando se trate de Entidades Locales, de conformidad con lo dispuesto en el Título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril». Si bien, la D.A. primera LPAC dispone en el apartado 2.c) que las actuaciones y procedimientos sancionadores en el orden social se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley.

			Específicamente, en el ordenamiento jurídico laboral, el art. 1.2 LISOS establece que «las infracciones no podrán ser objeto de sanción sin previa instrucción del oportuno expediente, de conformidad con el procedimiento administrativo especial en esta materia, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que puedan concurrir».

			La regulación de dicho procedimiento administrativo especial viene contenida en el RPS, en cuyo art. 1.1. se señala que «se regirán por el presente Reglamento los procedimientos administrativos, comunes a todas las Administraciones Públicas, para la imposición de sanciones por incumplimientos de normas en el orden social, así como para la extensión de actas de liquidación y demás documentos liquidatorios de cuotas a la Seguridad Social y de otros conceptos de recaudación conjunta con las mismas, cualquiera que sea la Administración Pública competente». Dicho lo cual debe tenerse en cuenta, la necesidad de adaptar las previsiones de dicho Reglamento a lo previsto en normas posteriores que pudieran afectar el contenido de este, en el caso de que resultaran aplicables. Entre ellas, la LOITSS, la LPAC y la LRJS.

			III. LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES EN LA POTESTAD SANCIONADORA EN EL ORDEN SOCIAL

			Como se ha señalado, los principios constitucionales inspiradores del ordenamiento jurídico penal lo deben ser también del administrativo sancionador.

			El propio TC así lo ha señalado al indicar que «los principios inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, al Derecho administrativo sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, tal y como refleja la propia Constitución (art. 25, principio de legalidad)...» (STC 18/1981, de 8 de junio). En esta línea, el TC hace suya la jurisprudencia sentada por el TS en sentencias anteriores en las que señala cómo «... la jurisprudencia tiene sentada la doctrina que la ausencia en el ordenamiento penal administrativo de una “parte general” no debe interpretarse como un apoderamiento a la Administración para una aplicación libre y arbitraria de sus facultades sancionadoras, por tratarse de una laguna que ha de cubrirse con las técnicas propias del Derecho Penal ordinario, lo que obliga a seguir unos mismos principios en una y otra esfera�» (STS de 29 de septiembre 1980). En el mismo sentido se señala cómo «la imposición de una sanción por incumplimiento de órdenes administrativas constituye un supuesto de ejercicio del poder sancionador de la Administración, cuyo poder se rige por los mismos principios del orden penal clásico...» (STS de 4 de noviembre de 1980).

			No obstante lo señalado, debe tenerse en cuenta que la referenciada aplicabilidad no se realiza mediante una técnica mimética sino que la misma reclama una adaptación de dichos principios a las propias particularidades del Derecho administrativo sancionador. Cuestión esta sobre la que también se ha pronunciado el TC al indicar, como hemos señalado, que: «dichos principios inspiradores son de aplicación con ciertos matices...» (STC 18/1981, de 8 de junio). En sentido similar, al indicar que «la recepción de los principios constitucionales del orden penal por el Derecho administrativo sancionador no puede hacerse mecánicamente y sin matices, esto es, sin ponderar los aspectos que diferencian a uno y a otro sector del ordenamiento jurídico» (STC 76/1990, de 26 de abril). En la misma línea, el TS al indicar que existen «ciertas diferencias entre el orden punitivo ordinario y el administrativo, aludiendo a una atenuación del rigor del primero en el segundo y a una mayor flexibilidad de éste, siempre que se respeten los fundamentales principios de la tipicidad de la infracción y la legalidad de la pena...» (STS de 29 de septiembre de 1980).

			Señalado lo expuesto, se hace así necesario analizar cada uno de tales principios con la finalidad de conocer la aplicabilidad de los mismos al ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración en el orden social así como las consecuencias de ello derivadas.

			1. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD


			El reconocimiento constitucional de este principio se encuentra en el ya mencionado art. 25.1. CE al disponer que «Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento».

			Dicha enunciación requiere de la distinción de las dos vertientes propias del citado principio señaladas por el propio TC, entre otras, en las sentencias 42/1987, de 7 de abril, FJ 2 o STC 101/1988, de 8 de junio, FJ 3.

			1.1. Vertiente formal o principio de reserva de Ley


			La vertiente formal de este principio entronca directamente con las llamadas fuentes del derecho. La referencia del precepto a «la legislación vigente» supone la consagración de este principio.

			Si bien la expresión utilizada por el legislador constituyente hace dudar sobre el significado exacto que dar al mismo al poder dudar si el mismo se refiere bien a ley orgánica o a ley ordinaria, o utiliza la expresión en un sentido tan amplio que puede entenderse referenciado a normativa vigente, la jurisprudencia constitucional ha ido delimitando dicho alcance señalando que, «el término legislación vigente contenido en dicho art. 25.1 es expresivo de una reserva de Ley en materia sancionadora [...] si bien el alcance de la reserva de Ley no puede ser tan estricto en relación con la regulación de las infracciones y sanciones administrativas como por referencia a los tipos y sanciones penales [...]» (STC 42/1987, de 7 de abril). De lo señalado parece claro poder concluir que este principio exige que los delitos, faltas e infracciones vengan recogidos en una norma con rango de Ley y solo en ella; ya que al ser de otro modo las mismas serían inconstitucionales por vulnerar lo dispuesto en el art. 25 CE.

			Junto a lo anterior, debe ponerse de relieve que este principio no se aplica con la misma intensidad en el ámbito penal que en el ámbito de la potestad sancionadora de la Administración. Si en el primero, única y exclusivamente se admite la Ley en sentido estricto (no olvidemos que nuestro Código Penal se aprueba mediante LO); en el segundo, la Ley tiene un papel relevante en cuanto a la fijación, con carácter general, de las infracciones. Sin que ello sea óbice para que en muchas ocasiones ello se complemente a través de disposiciones de rango inferior a la Ley, como es el caso de disposiciones reglamentarias o, por su particularidad en el ámbito laboral, del convenio colectivo. En este sentido señala el TC que «la reserva de Ley no excluye la posibilidad de que las leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, pero sí que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la Ley» (STC 42/1987, de 7 de abril).

			No obstante lo señalado, no cabe opción a duda de que la infracción administrativa laboral debe estar recogida en una norma con rango de Ley; solo si ello es así podrá ser la misma objeto del ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración.

			1.2. Vertiente material o principio de tipicidad


			Si la vertiente formal del principio de legalidad está directamente relacionada con las fuentes del derecho, el principio de tipicidad entronca directamente con la descripción y contenido de las propias infracciones. Las conductas infractoras constitutivas de estas deben estar perfectamente definidas e identificadas en la norma aplicable, y ello en aras de la seguridad jurídica del ciudadano. En esta línea el art. 27.1 LRJSP establece que «sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas como tales infracciones por una Ley».

			La duda en esta materia surge a la hora de delimitar el alcance, la amplitud de esa descripción, es decir, cuál sea el nivel de detalle al que el legislador debe descender en la descripción de la conducta a fin de que se entienda cumplido el principio de tipicidad. Y en correlación a la vertiente formal del principio anteriormente señalada, se plantea si dicha descripción del contenido debe igualmente hacerse en una norma con rango legal o la misma puede ser realizada a través de disposiciones de rango inferior. A este respecto conviene indicar que el apartado 3 del art. 27 LRJSP dispone que «las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones al cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que la Ley contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determinación de las sanciones correspondientes». No siendo susceptibles las normas definidoras de infracciones y sanciones, de conformidad con lo previsto en el apartado 4 del mismo artículo susceptibles de aplicación analógica. En este sentido se pronunciaba el TC en sentencia 42/1987, de 7 de abril, al señalar que debe reputarse contraria a las mencionadas exigencias constitucionales no solo la regulación reglamentaria de infracciones y sanciones carente de toda base legal, sino también la simple habilitación a la Administración, por norma de rango legal vacía de todo contenido material propio, para la tipificación de los ilícitos administrativos y las correspondientes consecuencias sancionadoras.

			También, igual que se ha señalado en la vertiente formal del principio, se hace necesario en esta vertiente establecer una diferenciación entre el ámbito penal y el administrativo, siendo en este último frecuente la remisión señalada, no solo a disposiciones reglamentarias sino a la fuente propia del Derecho del Trabajo cual es el convenio colectivo. Así por ejemplo, el art. 7.5 LISOS tipifica como infracción grave en materia de relaciones laborales, «la trasgresión de las normas y los límites legales o pactados en materia de jornada...». Como puede colegirse del tenor literal del propio precepto, este está llamando a la labor complementaria, en este caso, del convenio colectivo; siendo este el que coadyuva a la configuración detallada de la propia conducta infractora; ya que será este el que nos identifique, de manera precisa, aquella jornada cuya vulneración suponga la comisión de la infracción legalmente tipificada. Es lo llamado por algunos autores colaboración indirecta (CARRERO, 2001, 63) o por otros, tipificación remisiva expresa (NIETO, 2011, 313).

			1.3. La particular incidencia del principio de legalidad en la tipificación de las infracciones en el orden social


			Mención especial merece a nuestro juicio la problemática planteada por la primera tipificación realizada por el legislador de las infracciones administrativas en el orden social al amparo de lo previsto en el entonces art. 57 Ley 8/1980, de 10 de marzo, por el que se aprobó el ET, en el que se establecía la facultad de la autoridad laboral o del Consejo de Ministros, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, para sancionar las infracciones laborales de los empresarios. Dando cumplimiento a dicha previsión se aprobó el RD 2.347/1985, de 4 de diciembre, por el que se desarrollaba dicho art. 57 sobre infracciones laborales de los empresarios. Contra dicho RD se promovió recurso contencioso-administrativo por la Confederación española de Organizaciones empresariales al entender que dicho RD era nulo de pleno derecho por vulnerar el art. 25.1 CE.

			El TS (sala de lo contencioso) se pronunció a este respecto en sentencia de 10 de noviembre de 1986, estimando dicho recurso y declarando la nulidad de dicho RD por entender efectivamente vulneraba el principio de legalidad establecido en el art. 25 CE. A este respecto señalaba el Tribunal la necesidad de examinar las previsiones del art. 57 ET relacionándolas con el articulado del citado RD, a la vista de lo cual se entendía que el principio de legalidad no había sido respetado tanto por adiciones innovadoras realizadas por el RD y no previstas en el art. 57 ET como por la amplitud y vaguedad de lo que se pretendía fuera una tipificación de hechos calificables como infracción, la cual al utilizar una fórmula omnicompresiva no dejaba fuera del campo sancionador acción y omisión alguna contraria a la Ley, reglamento o convenio colectivo. A la vista de lo cual concluyó el Tribunal que el RD en cuestión, en lo que concernía a la descripción y tipificación de conductas, incidía en materias propias de una norma con rango de Ley.

			A la vista de lo anterior, se promulga la Ley 8/1988, de 7 de abril sobre infracciones y sanciones en el orden social (BOE del 15) en cuya exposición de motivos se señala que, tanto al amparo de la doctrina del TC sobre la delimitación de los principios que deben informar el derecho administrativo sancionador como por la nulidad del RD 2.347/1985, de 4 de diciembre, se plantea la necesidad de promulgar una norma con rango de Ley que desarrolle las infracciones y sanciones administrativas en el orden laboral. Siendo esta pues la primera norma con rango de Ley en recoger la materia relativa a las infracciones y sanciones en el orden social.

			2. EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD


			Íntimamente relacionado con el principio de tipicidad se encuentra el principio de irretroactividad de la norma. En este sentido, hemos de recordar lo señalado en el art. 25.1 CE al indicar que «Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento». Igualmente el art. 9.3 CE reconoce expresamente la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.

			Por su parte, el art. 26 LRJSP establece que «serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción administrativa», estableciendo que dichas disposiciones sancionadoras «producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor o al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición». En virtud de este principio, únicamente podrá ser sancionada una conducta cuando la misma estuviera tipificada como delito o infracción administrativa en el momento de producirse. Quiere ello decir que la aparición, posterior a la comisión de una conducta, de una norma con rango de ley que la tipifique, por ejemplo como delito, no va a suponer en ningún caso que esa conducta cometida anteriormente se sancione, y ello porque cuando se cometió no era delictiva al no existir ninguna norma con rango legal que así lo previera, pese a que con posterioridad sí se haya promulgado una norma que la configura como tal.

			3. EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM


			En el ámbito de la potestad sancionadora de la administración laboral, el punto de partida para entender este principio y su aplicabilidad está en el art. 3.1 LISOS al señalar que «no podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento». Precepto que se pronuncia en términos similares al general del art. 31 LRJSP al indicar que «no podrán sancionarse los hechos que lo hayan sido penal o administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y fundamento». La aplicación de este principio se traduce en impedir que un mismo sujeto sea sancionado dos veces por la comisión de un mismo ilícito, regla que nuestro TC considera implícitamente consagrada en el art. 25.1 CE, tanto para las sanciones penales como administrativas (STC 270/1994, de 14 de octubre).

			Ahora bien, la aplicabilidad de dicho principio procede siempre que exista identidad de sujetos, de conductas objeto de sanción, así como de fundamento jurídico en los que se sustenta tal sanción, debiendo concurrir los tres elementos de forma acumulativa. Por ello, en sentido contrario, nada obsta a que dos sujetos diferentes sean sancionados aun habiendo cometido el mismo hecho con el mismo fundamento jurídico; o que un mismo sujeto sea sancionado por la comisión de un mismo ilícito en dos momentos diferentes. Cabe señalar a modo de ejemplo, la tipificación en la LISOS de determinadas conductas como infracciones en materia de prevención de riesgos laborales en sus arts. 11 a 13; concretamente el art. 12.16.f) configura como infracción grave «las que supongan incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, siempre que dicho incumplimiento cree un riesgo grave para la integridad física o salud de los trabajadores afectados y especialmente en materia de: f) medidas de protección colectiva o individual». Por su parte el art. 316 del Código Penal, aprobado por LO 10/1995, de 23 de noviembre, tipifica como delito «no facilitar los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro su vida, salud e integridad física». Si la comisión de alguna de las conductas previstas en la LISOS fuera constitutiva de delito, procedería la imposición única y exclusivamente de la sanción penal no pudiéndose imponer, concurriendo con esta, la sanción administrativa, siempre, claro está, que se dé la identidad de sujeto, hecho y fundamento antes referida.

			Ahora bien, pudiendo ser una infracción administrativa en el orden social constitutiva de ilícito penal, los apartados 2 a 4 del propio art. 3 determinan que en tales supuestos, la Administración pasará el tanto de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal, debiéndose la Administración abstener de seguir el procedimiento sancionador en tanto la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento o mientras el Ministerio Fiscal no comunique la improcedencia de iniciar o proseguir las actuaciones. Tras las actuaciones anteriores, si no se hubiera estimado la existencia de ilícito penal o bien se hubiera dictado resolución de otro tipo que hubiera dado fin al procedimiento penal, la Administración continuará con el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan considerado probados. No obstante, la suspensión señalada no afectará a determinadas actuaciones llevadas a cabo en el seno del procedimiento administrativo sancionador, tales como: paralización de trabajos adoptados en caso de riesgo grave e inminente para la seguridad o salud del trabajador; efectividad de los requerimientos de subsanación formulados ni a aquellos expedientes sancionatorios sin conexión directa con aquellos que son objeto de las eventuales actuaciones jurisdiccionales del orden penal.

			Lo expuesto pone de manifiesto la preferencia de la sanción penal frente a la administrativa. La concurrencia de ambos ilícitos deviene en una necesaria suspensión de la actuación administrativa hasta tanto se pronuncie la autoridad judicial; de modo que la continuidad o no del procedimiento administrativo sancionador vendrá determinado por aquella.

			4. EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD


			Con carácter general, el art. 29.3 LRJSP establece que «en la determinación normativa del régimen sancionador, así como en la imposición de sanciones por las Administraciones Públicas se deberá observar la debida idoneidad y necesidad de la sanción a imponer y su adecuación a la gravedad del hecho constitutivo de la infracción». Dicho lo cual, en nuestra materia, el principio de proporcionalidad debe de ser respetado en la relación entre las infracciones administrativas en el orden social y las sanciones a imponer por la comisión de las mismas.

			Manifestación de dicho principio es la calificación de las infracciones en diferentes grados. En este sentido, el art. 1.3 LISOS establece que «las infracciones se califican como leves, graves y muy graves en atención a la naturaleza del deber infringido y la entidad del derecho afectado, de conformidad con lo establecido en la presente ley». Un análisis de la estructura de la LISOS nos permite comprobar que dicha calificación se lleva así a cabo en cada una de las materias en las que se encuadran las conductas tipificadas. Si ponemos en conexión dichas infracciones con las sanciones previstas en el propio texto —concretamente en el art. 40— podremos comprobar que también las sanciones se clasifican en leves, graves y muy graves. Se responde con ello a la aplicación del principio de proporcionalidad de conformidad con lo señalado en el art. 29.3 arriba enunciado, es decir, el legislador ha guardado la debida adecuación entre infracción y sanción. Ello supone que el grado de la calificación de la infracción determinará el grado de la sanción a imponer.

			Pero la materialización del principio de proporcionalidad va más allá en la imposición de las sanciones en el orden social, al concretar, cada uno de los grados de las mismas (leve, grave y muy grave) con una horquilla que abarca un grado mínimo, un grado medio y un grado máximo. Grados que a su vez son limitados con un tope mínimo y un tope máximo. Como tendremos ocasión de analizar, la determinación de la cuantía de la sanción, dentro de dichos grados y límites, vendrá dada en función de la aplicabilidad de los criterios de graduación lo que supone un nuevo elemento destinado a respetar la aplicación del principio de proporcionalidad. Debiendo señalar, tal y como indica el art. 29 LRJSP, que el establecimiento de sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas, debiendo tener en cuenta que «cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse con la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes, el órgano competente para resolver podrá imponer la sanción en el grado inferior». Precepto este último que se refleja en el orden social en el propio art. 39.6 LISOS al señalar que cuando no se considere relevante a los efectos de graduar la sanción ninguno de los criterios de graduación en dicha norma previstos, la sanción se impondrá en el grado mínimo en su tramo inferior. Debiendo igualmente tenerse en cuenta, según lo previsto en el art. 29.5 LRJSP que «cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave cometida».

			No obstante lo señalado y pese a las pautas indicadas en determinados supuestos concretos, el análisis del principio de proporcionalidad lleva sin duda aparejada la duda de su aplicabilidad al tratarse de un concepto jurídico indeterminado. Es cierto que la proporcionalidad es fácilmente apreciable cuando la «desproporcionalidad» es evidente. Si bien la cuestión se complica cuando los límites son difusos y es difícil determinar si la sanción a aplicar es o no proporcional a la infracción cometida. A este respecto se ha pronunciado el TC reiteradamente en lo que se ha llamado «test alemán de proporcionalidad» (DE LA TORRE MARTÍNEZ y RUIZ RUIZ, 2011). A juicio del Alto Tribunal (entre otras, STC 207/1996, de 16 de diciembre; STC 55/1996, de 28 de marzo; STC 66/1995, de 8 de mayo), para entender si se supera o no el juicio de proporcionalidad, se estima que es necesario constatar si se cumplen los tres requisitos o condiciones siguientes: a) Juicio de idoneidad: Si la medida es susceptible de conseguir el objetivo propuesto; b) Juicio de necesidad: Si la medida es necesaria en el sentido de que no exista otra medida más moderada para la consecución del propósito de que se trate con la misma eficacia, y c) Juicio de proporcionalidad en sentido estricto: Si la medida es ponderada o equilibrada por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto.

			5. EL PRINCIPIO DE CULPABILIDAD E IMPUTABILIDAD


			Cometida una infracción administrativa en el orden social, será necesario identificar al sujeto responsable de la misma con la finalidad de imponer la sanción correspondiente. Es decir, deberemos identificar a qué sujeto le es imputable la responsabilidad derivada de la infracción cometida.

			La propia LISOS identifica en su art. 2 los sujetos responsables, distinguiendo, entre una declaración generalizada del mismo, «personas físicas o jurídicas y las comunidades de bienes que incurran en las acciones u omisiones tipificadas como infracción en la presente Ley» y una relación particularizada de sujetos responsables, dependiendo de cuál haya sido la materia de la infracción cometida.

			Si bien dicho elenco de sujetos responsables parece dejar claro a quien le resulta imputable la infracción cometida, el problema se plantea a la hora de determinar si la exigencia de responsabilidad por la comisión de dicha infracción exige la concurrencia en ese sujeto de un determinado grado de culpabilidad.

			La cuestión se ha complicado a raíz del nuevo art. 28.1 LRJSP al disponer este que «sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurídicas, así como, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos, que resulten responsables de los mismos a título de dolo o culpa». A diferencia del anterior art. 130 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico y de procedimiento administrativo común, que contemplaba la responsabilidad «aun a título de simple inobservancia». Pues bien, a nuestro juicio, las particulares características que inspira el ejercicio de la potestad sancionadora en el orden social así como el tenor de la descripción de las conductas infractoras previstas en la LISOS suponen que la exigencia de culpabilidad o dolo en la comisión de las mismas pueda hacer «no sancionables» gran parte de las conductas tipificadas (CASINO RUBIO, 2015). Es por ello que entendemos que, en este ámbito, debe continuar siendo de aplicación lo señalado por el TC al indicar que la exigencia de la culpabilidad no puede ser la misma en el ámbito penal que en el administrativo, teniendo en cuenta que en el ámbito penal existen penas privativas de libertad que constituyen sanciones vedadas al ámbito administrativo (STC 76/1990, de 26 de abril).

			Es por ello que debe mantenerse la diferencia ya existente entre culpabilidad e imputabilidad; poniendo de manifiesto que en el ámbito administrativo sancionador es esta última la que determinará la identificación del sujeto responsable independientemente de cuál sea el grado de culpabilidad del mismo en la comisión de dicha conducta infractora. Respetándose pues las tres matizaciones que en torno a este principio viene defendiendo la doctrina (CRUZ VILLALÓN, 2001): Primero, que la exigencia de culpabilidad no puede exigirse con la misma intensidad en el ámbito administrativo que en el ámbito penal; segundo, que la naturaleza de las obligaciones que legalmente vienen impuestas a las empresas en determinadas materias traen aparejadas determinadas cargas directas y objetivas, y tercero, que el incumplimiento de las mismas es difícil entenderlo sin la concurrencia de un elemento de intencionalidad o, al menos, de voluntariedad por parte del sujeto responsable. Entendiendo que continúa siendo de aplicación por la idiosincrasia del procedimiento de orden social que el análisis detallado de la imputabilidad y culpabilidad concurrente en la comisión de una infracción administrativa en el orden social podrá determinar la apreciación en dicha comisión, por parte del sujeto responsable, de dolo, culpa, imprudencia, simple inobservancia, error, falta de diligencia debida o ignorancia de la Ley (NIETO, 2005). Lo que si bien es cierto es que, en la mayoría de las infracciones cometidas, la apreciación o concurrencia de cualesquiera de esos elementos, unos más cerca de la culpabilidad y otros de la simple imputabilidad, no va a determinar la responsabilidad del sujeto ya que es el art. 2 LISOS el que determina expresamente quiénes sean tales sujetos responsables sin hacer referencia expresa a grado alguno de culpabilidad.

			6. DERECHO DE DEFENSA EN EL CURSO DEL PROCESO


			El art. 24.2 CE establece que «... todos tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones debidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia».

			Respecto de la aplicabilidad de lo previsto en este artículo al ámbito de la potestad sancionadora de la Administración, el TC ha señalado que los «principios esenciales reflejados en dicho art. 24 han de ser aplicables a la actividad sancionadora de la Administración, en la medida necesaria para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del precepto» (STC 18/1981, de 8 de junio). Así pues, «se exige un procedimiento en el que el inculpado tenga oportunidad de aportar y proponer las pruebas que estime pertinentes y alegar lo que a su derecho convenga». Concretamente el TC, en sentencia 116/2002, de 20 de mayo, cita como aplicables, al amparo de dicho art. 24, «sin ánimo de exhaustividad, el derecho de defensa, que proscribe cualquier indefensión; el derecho a la asistencia letrada, trasladable con ciertas condiciones; el derecho a ser informado de la acusación, con la ineludible consecuencia de la inalterabilidad de los hechos imputados; el derecho a la presunción de inocencia, que implica que la carga de la prueba de los hechos constitutivos de la infracción recaiga sobre la Administración, con la prohibición absoluta de utilizar pruebas obtenidas con vulneración de derechos fundamentales; el derecho a no declarar contra sí mismo; o, en fin, el derecho a la utilización de los medios de prueba adecuados para la defensa, del que deriva la obligación de motivar la denegación de los medios de prueba propuestos».

			Dando cumplimiento a lo señalado y con carácter general respecto del ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración, el art. 53.2 LPAC, establece que, además de los derechos previstos en el apartado 1 de dicho artículo reconocidos como derechos del interesado en el procedimiento administrativo, en los procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:

			a) A ser notificados de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que en su caso, se les pudiera imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.

			b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario.

			Respecto de la presunción de inocencia, señala el TC (STC 76/1990, de 26 de abril) que la misma rige, sin excepción alguna, en el ordenamiento sancionador y ha de ser respetada en la imposición de cualesquiera sanciones, sean penales o administrativas en general. El derecho a la presunción de inocencia comporta, a juicio del TC (STC 76/1990, de 26 de abril): Que la sanción esté basada en actos o medios probatorios de cargo o incriminadores de la conducta reprochable; que la carga de la prueba corresponde a quien acusa; que nadie está obligado a probar su inocencia; que la insuficiencia en el resultado de las pruebas practicadas, libremente valorado por el órgano sancionador, debe traducirse en un pronunciamiento absolutorio; que toda resolución sancionadora, penal o administrativa, requiere certeza de los hechos imputados.

			La materialización de este principio en el ejercicio de la potestad sancionadora de la administración en el orden social se pondrá de manifiesto en el exhaustivo análisis que del procedimiento se efectúa en el Tema 7 de este Manual. En dicho estudio podrá comprobarse que dicho procedimiento da cumplimiento a las exigencias de este derecho y del contenido legal y jurisprudencialmente establecido.

			7. PRINCIPIO DE REVISIÓN JUDICIAL DE LA SANCIÓN ADMINISTRATIVA


			El art. 24.1 CE establece que «todas las personas tienen derecho a obtener la tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión».

			Cumplimiento de dicho mandato judicial se materializa en el orden social en lo previsto en el art. 54 LISOS al disponer que «contra las resoluciones recaídas en los procedimientos sancionadores se podrán interponer los recursos administrativos y jurisdiccionales que legalmente procedan».

			El TC (STC 77/1983, de 3 de octubre) señala como uno de los límites al ejercicio de la potestad sancionadora que reconoce el art. 25 CE, «la subordinación a la autoridad judicial». Esta subordinación supone el «necesario control a posteriori por la autoridad judicial de los actos administrativos mediante el oportuno recurso».

			CUESTIONARIO DE AUTOEVALUACIÓN

			1. Conforme a lo previsto en el art. 26 LRJSP, las disposiciones sancionadoras producirán efectos retroactivos:

			a) Siempre, favorezcan o no al presunto infractor o al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción.

			b) Siempre que favorezcan al presunto infractor o al infractor, pero solo en lo referido a la tipificación de la infracción pero no a la sanción ni a sus plazos de prescripción.

			c) Siempre que favorezcan al presunto infractor o al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de prescripción.

			2. En relación con la aplicabilidad del principio non bis in idem:

			a) Tiene preferencia la vía penal sobre la administrativa.

			b) Tiene preferencia la vía administrativa sobre la penal.

			c) La preferencia se determinará dependiendo del supuesto de hecho.

			3. ¿Cuáles son las sanciones que de conformidad con el art. 25.3 CE no puede imponer la Administración civil?:

			a) Las sanciones privativas de libertad.

			b) Las sanciones privativas de libertad y las sanciones económicas.

			c) Las sanciones económicas.

			4. Dña. Margarita, empresaria, ha sido sancionada administrativamente por no haber facilitado a sus trabajadores los adecuados equipos de protección individual con una sanción económica; asimismo se le considera culpable de un delito contra la seguridad y salud de los trabajadores por lo que se le condena a dos meses de prisión:

			a) Ambas sanciones, administrativa y penal pueden ser impuestas al reunir los requisitos exigidos por el principio de legalidad y tipicidad.

			b) No pueden imponerse ambas sanciones al vulnerar el principio non bis in idem.

			c) Sí podrían imponerse, sanción administrativa y penal, pero si ambas fueran de carácter económico.

			5. Las garantías dimanantes del derecho de defensa en el proceso judicial del artículo 24 CE deben ser aplicadas en el procedimiento administrativo sancionador:

			a) Nunca, ya que el TC ha entendido que no procede su aplicabilidad.

			b) Sí, ya que los principios esenciales reflejados en dicho art. 24 han de ser aplicables a la actividad sancionadora de la Administración, para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del precepto.

			c) Depende de la materia en la que se materialice el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración.

			6. ¿Qué principio exige una precisa definición de la conducta que la ley considere constitutiva de infracción o delito e igualmente la precisa definición de la sanción que pueda imponerse, siendo así un medio de garantizar el principio constitucional de seguridad jurídica?:

			a) Principio de tipicidad.

			b) Principio de legalidad.

			c) Principio non bis in idem.

			7. D. Miguel recibe una notificación en su casa en la que se le indica que se le impone una sanción económica porque hace tres meses tenía situada (hoy ya no) una antena en su terraza y si bien entonces estaba permitido, una nueva disposición hoy vigente lo prohíbe y sanciona, por lo que corresponde la imposición de la multa al estimar ha incurrido en dicha conducta infractora.

			a) Sí procede en aras de la seguridad jurídica de los ciudadanos.

			b) No procede por el principio de irretroactividad de la norma.

			c) No procede al vulnerar el principio de culpabilidad ya que la responsabilidad es de la comunidad de propietarios.

			8. El poder judicial puede actuar sobre las sanciones administrativas impuestas:

			a) No, únicamente es posible la interposición de recursos ante la propia Administración.

			b) Únicamente si se trata de sanción económica que supera el montante de 10.000 euros.

			c) Sí, contra las resoluciones recaídas en los procedimientos sancionadores se podrán interponer los recursos administrativos y jurisdiccionales que legalmente procedan.

			9. El ser el empleador una persona jurídica, hace que en lo concerniente a las infracciones administrativas pierda relevancia:

			a) El principio de culpabilidad.

			b) El principio de proporcionalidad.

			c) El principio de legalidad.

			10. ¿Cuál es la sanción por excelencia en el ámbito sancionador administrativo en el orden social?:

			a) La sanción económica o multa.

			b) La prisión preventiva.

			c) La suspensión de autorización administrativa.

			RESPUESTAS

			1. C

			2. A

			3. A

			4. B

			5. B

			6. A

			7. B

			8. C

			9. A

			10. A

		

	
		
			TEMA 2

			LAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS EN EL ORDEN SOCIAL. NOCIONES GENERALES. INFRACCIONES EN MATERIA DE RELACIONES LABORALES

			I. NOCIONES GENERALES

			1. CONCEPTO DE INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA EN EL ORDEN SOCIAL Y SUS ELEMENTOS


			La infracción social está definida en el art. 1.1 LISOS, el cual dispone que «constituyen infracciones administrativas en el orden social las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables, tipificadas y sancionadas en la presente Ley y en las leyes del orden social».

			A tenor de lo señalado, podemos conceptualizar las infracciones administrativas como las acciones u omisiones que, siendo cometidas por los sujetos responsables, aparecen tipificadas en la LISOS o en otras leyes del orden social y son sancionadas conforme a lo previsto en las mismas.

			Tres son los elementos necesarios para la configuración de la infracción administrativa en el orden social, según lo establecido en el art. 1.1 LISOS: en primer lugar, una conducta de acción u omisión; en segundo lugar, un sujeto responsable; en tercer lugar, la tipificación de la conducta y de la sanción. Por lo tanto, solo si concurren los tres elementos estaremos en presencia de una infracción administrativa en el orden social.

			Analizando, en primer lugar, la conducta exigida, el art. 1.1. LISOS señala de manera tajante que pueden constituir infracciones administrativas tanto las acciones como las omisiones. Por tanto, la infracción administrativa requiere la existencia de una conducta por parte del sujeto responsable que, si reúne los demás requisitos exigidos, podrá ser sancionada. Esta conducta puede ser cometida bien por acción u omisión, es decir, o bien entraña un hacer por parte del sujeto responsable o bien un no hacer. Ello no significa que una misma infracción pueda ser cometida por acción u omisión, sino que las diferentes conductas responderán o bien a un tipo o bien a otro.

			La lectura de las infracciones previstas en la LISOS nos permite encontrar múltiples actuaciones por acción u omisión. Así, serían conductas activas: imponer a los trabajadores la realización de un número de horas extraordinarias tal, que suponga una trasgresión de lo previsto en la normativa aplicable en la materia (art. 7.5 LISOS); o bien contratar a un trabajador menor de dieciocho años para la realización de trabajo en turno de noche, lo que supone una trasgresión de la normas sobre trabajo de menores contempladas en la legislación laboral (art. 8.4 LISOS). Al contrario, serían conductas omisivas: no llevar a cabo la evaluación de riesgos exigida por la normativa en materia de prevención de riesgos laborales [art. 12.1.b) LISOS] o no realizar los reconocimientos médicos que procedan conforme esta normativa (art. 12.1.2 LISOS).
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